
8. Régimen de la invalidez  
 
Principales Novedades: 
 
1.  Se amplían las causas específicas de contratación de nulidad (art. 39.2) y de anulabilidad (artículo 40). 
 
2.  Se aclara a efectos de la revisión de oficio  que tendrán la consideración de actos administrativos los actos preparatorios y los actos de adjudicación de los contratos de las entidades del sector público que no sean 
Administraciones Públicas, así como los actos preparatorios y los actos de adjudicación de los contratos subvencionados (art. 41.2) 
 
3. Se suprime la cuestión de nulidad, si bien sus causas podrán hacerse valer a través del recurso especial en materia de contratación. 

 
LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE SE TRANSPONEN AL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, 
2014/23/UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE FEBRERO DE 2014. 

 
REAL DECRETO LEGISLATIVO 3/2011, DE 14 DE NOVEMBRE, TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE CONTRATOS 

DEL SECTOR PÚBLICO 
 

 
Artículo 38. Supuestos de invalidez. 
 
Los contratos celebrados por los poderes adjudicadores, incluidos los contratos subvencionados a que se 
refiere el artículo 23, serán inválidos: 
a) Cuando concurra en ellos alguna de las causas que los invalidan de conformidad con las disposiciones del 
derecho civil. 
b) Cuando lo sea alguno de sus actos preparatorios o del procedimiento de adjudicación, por concurrir en los 
mismos alguna de las causas de derecho administrativo a que se refieren los artículos siguientes. 
c) En aquellos casos en que la invalidez derive de la ilegalidad de su clausulado.  
 
Artículo 39. Causas de nulidad de derecho administrativo. 
 
1. Son causas de nulidad de derecho administrativo las indicadas en el artículo 47 de la Ley 39/2015 de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
2. Serán igualmente nulos de pleno derecho los contratos celebrados por poderes adjudicadores en los que 
concurra alguna de las causas siguientes: 
a) La falta de capacidad de obrar o de solvencia económica, financiera, técnica o profesional; o la falta de 
habilitación empresarial o profesional cuando sea exigible para la realización de la actividad o prestación que 
constituya el objeto del contrato; o la falta de clasificación, cuando ésta proceda, debidamente acreditada, 
del adjudicatario; o el estar este incurso en alguna de las prohibiciones para contratar señaladas en el artículo 
71. 
b) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, o en las normas presupuestarias de las restantes Administraciones 
Públicas sujetas a esta Ley, salvo los supuestos de emergencia. 
c) La falta de publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante alojado en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público o en los servicios de información similares de las Comunidades Autónomas, en 
el «Diario Oficial de la Unión Europea» o en el medio de publicidad en que sea preceptivo, de conformidad con 
el artículo 135. 
d) La inobservancia por parte del órgano de contratación del plazo para la formalización del contrato siempre 
que concurran los dos siguientes requisitos: 
1.º Que por esta causa el licitador se hubiese visto privado de la posibilidad de interponer recurso contra 

 
Artículo 31.   Supuestos de invalidez 
 
Además de los casos en que la invalidez derive de la ilegalidad de su clausulado, los contratos de las 
Administraciones Públicas y los contratos sujetos a regulación armonizada, incluidos los contratos 
subvencionados a que se refiere el art. 17, serán inválidos cuando lo sea alguno de sus actos preparatorios o 
el de adjudicación, por concurrir en los mismos alguna de las causas de derecho administrativo o de derecho 
civil a que se refieren los artículos siguientes. 
 
 
 
Artículo 32.   Causas de nulidad de derecho administrativo 
 
Son causas de nulidad de derecho administrativo las siguientes: 
a) Las indicadas en el art. 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 
 
b) La falta de capacidad de obrar o de solvencia económica, financiera, técnica o profesional, debidamente 
acreditada, del adjudicatario, o el estar éste incurso en alguna de las prohibiciones para contratar señaladas 
en el art. 60. 
 
c) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, o en las normas presupuestarias de las restantes Administraciones 
Públicas sujetas a esta Ley, salvo los supuestos de emergencia. 
 
d) Todas aquellas disposiciones, actos o resoluciones emanadas de cualquier órgano de las Administraciones 
Públicas que otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado 
previamente con cualquier Administración. 
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alguno de los actos del procedimiento de adjudicación y, 
2.º Que, además, concurra alguna infracción de los preceptos que regulan el procedimiento de adjudicación de 
los contratos que le hubiera impedido obtener ésta. 
e) Haber llevado a efecto la formalización del contrato, en los casos en que se hubiese interpuesto el recurso 
especial en materia de contratación a que se refieren los artículos 44 y siguientes, sin respetar la suspensión 
automática del acto recurrido en los casos en que fuera procedente, o la medida cautelar de suspensión 
acordada por el órgano competente para conocer del recurso especial en materia de contratación que se 
hubiera interpuesto. 
f) El incumplimiento de las normas establecidas para la adjudicación de los contratos basados en un acuerdo 
marco celebrado con varios empresarios o de los contratos específicos basados en un sistema dinámico de 
adquisición en el que estuviesen admitidos varios empresarios, siempre que dicho incumplimiento hubiera 
determinado la adjudicación del contrato de que se trate a otro licitador. 
g) El incumplimiento grave de normas de derecho de la Unión Europea en materia de contratación pública 
que conllevara que el contrato no hubiera debido adjudicarse al contratista, declarado por el TJUE en un 
procedimiento con arreglo al artículo 260 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
 
Artículo 40. Causas de anulabilidad de derecho administrativo. 
 
Son causas de anulabilidad de derecho administrativo las demás infracciones del ordenamiento jurídico y, en 
especial, las de las reglas contenidas en la presente Ley, de conformidad con lo establecido en el artículo 48 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
En particular, se incluyen entre las causas de anulabilidad a las que se refiere el párrafo anterior, las 
siguientes: 
a) El incumplimiento de las circunstancias y requisitos exigidos para la modificación de los contratos en los 
artículos 204 y 205. 
b) Todas aquellas disposiciones, resoluciones, cláusulas o actos emanados de cualquier poder adjudicador que 
otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado previamente con 
cualquier Administración. 
c) Los encargos que acuerden los poderes adjudicadores para la ejecución directa de prestaciones a través de 
medios propios, cuando no observen alguno de los requisitos establecidos en los apartados 2, 3 y 4 del 
artículo 32, relativos a la condición de medio propio.  
 
Artículo 41. Revisión de oficio. 
 
1. La revisión de oficio de los actos preparatorios y de los actos de adjudicación de los contratos se efectuará de 
conformidad con lo establecido en el Capítulo I del Título V de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
2. A los exclusivos efectos de la presente Ley, tendrán la consideración de actos administrativos los actos 
preparatorios y los actos de adjudicación de los contratos de las entidades del sector público que no sean 
Administraciones Públicas, así como los actos preparatorios y los actos de adjudicación de los contratos 
subvencionados a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley. La revisión de oficio de dichos actos se 
efectuará de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior. 
 
3. Sin perjuicio de lo que, para el ámbito de las Comunidades Autónomas establezcan sus normas respectivas 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 33.   Causas de anulabilidad de derecho administrativo 
 
Son causas de anulabilidad de derecho administrativo las demás infracciones del ordenamiento jurídico y, en 
especial, las de las reglas contenidas en la presente Ley, de conformidad con el art. 63 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 34.   Revisión de oficio 
 
1. La revisión de oficio de los actos preparatorios y de los actos de adjudicación de los contratos de las 
Administraciones Públicas y de los contratos sujetos a regulación armonizada se efectuará de conformidad 
con lo establecido en el Capítulo primero del Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 
 
 
 
 
 
2. Sin perjuicio de lo que, para el ámbito de las Comunidades Autónomas, establezcan sus normas 
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que, en todo caso, deberán atribuir esta competencia a un órgano cuyas resoluciones agoten la vía 
administrativa, serán competentes para declarar la nulidad o lesividad de los actos a que se refieren los 
apartados anteriores el órgano de contratación, cuando se trate de contratos de una Administración Pública, o 
el titular del departamento, órgano, ente u organismo al que esté adscrita la entidad contratante o al que 
corresponda su tutela, cuando ésta no tenga el carácter de Administración Pública. En este último caso, si la 
entidad contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente el órgano 
correspondiente de la que ostente el control o participación mayoritaria. 
En el supuesto de contratos subvencionados, la competencia corresponderá al titular del departamento, 
presidente o director de la entidad que hubiese otorgado la subvención, o al que esté adscrita la entidad que la 
hubiese concedido, cuando ésta no tenga el carácter de Administración Pública. En el supuesto de concurrencia 
de subvenciones por parte de distintos sujetos del sector público, la competencia se determinará atendiendo a 
la subvención de mayor cuantía y, a igualdad de importe, atendiendo a la subvención primeramente concedida. 
 
 
4. Salvo determinación expresa en contrario, la competencia para declarar la nulidad o la lesividad se 
entenderá delegada conjuntamente con la competencia para contratar. No obstante, la facultad de acordar 
una indemnización por perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver 
sobre la misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer una 
indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de avocación previa y 
expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a lo previsto en la Ley 39/2015 de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
5. En los supuestos de nulidad y anulabilidad, y en relación con la suspensión de la ejecución de los actos de los 
órganos de contratación, se estará a lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
Artículo 42. Efectos de la declaración de nulidad y efectos en supuestos de anulabilidad. 
 
1. La declaración de nulidad de los actos preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, 
llevará en todo caso consigo la del mismo contrato, que entrará en fase de liquidación, debiendo restituirse las 
partes recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible se 
devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los daños y perjuicios que 
haya sufrido. 
 
2. La nulidad de los actos que no sean preparatorios solo afectará a éstos y sus consecuencias. 
 
3. Si la declaración administrativa de nulidad de un contrato produjese un grave trastorno al servicio público, 
podrá disponerse en el mismo acuerdo la continuación de los efectos de aquel y bajo sus mismas cláusulas, 
hasta que se adopten las medidas urgentes para evitar el perjuicio. 
 
4. Los efectos establecidos en los apartados anteriores podrán ser acordados por la sentencia que ponga fin 
al recurso contencioso-administrativo interpuesto previa declaración de lesividad, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 71 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa. 
 
 

respectivas que, en todo caso, deberán atribuir esta competencia a un órgano cuyas resoluciones agoten la 
vía administrativa, serán competentes para declarar la nulidad de estos actos o declarar su lesividad el 
órgano de contratación, cuando se trate de contratos de una Administración Pública, o el titular del 
departamento, órgano, ente u organismo al que esté adscrita la entidad contratante o al que corresponda su 
tutela, cuando ésta no tenga el carácter de Administración Pública. En este último caso, si la entidad 
contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente el órgano correspondiente 
de la que ostente el control o participación mayoritaria. 
En el supuesto de contratos subvencionados, la competencia corresponderá al titular del departamento, 
órgano, ente u organismo que hubiese otorgado la subvención, o al que esté adscrita la entidad que la 
hubiese concedido, cuando ésta no tenga el carácter de Administración Pública. En el supuesto de 
concurrencia de subvenciones por parte de distintos sujetos del sector público, la competencia se 
determinará atendiendo a la subvención de mayor cuantía y, a igualdad de importe, atendiendo a la 
subvención primeramente concedida. 
 
3. Salvo determinación expresa en contrario, la competencia para declarar la nulidad o la lesividad se 
entenderá delegada conjuntamente con la competencia para contratar. No obstante, la facultad de acordar 
una indemnización por perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver 
sobre la misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer una 
indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de avocación previa y 
expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a lo previsto en el art. 102.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
4. En los supuestos de nulidad y anulabilidad, y en relación con la suspensión de la ejecución de los actos de 
los órganos de contratación, se estará a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 
Artículo 35.   Efectos de la declaración de nulidad 
 
1. La declaración de nulidad de los actos preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, 
llevará en todo caso consigo la del mismo contrato, que entrará en fase de liquidación, debiendo restituirse 
las partes recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible se 
devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los daños y perjuicios 
que haya sufrido. 
 
2. La nulidad de los actos que no sean preparatorios sólo afectará a éstos y sus consecuencias. 
 
3. Si la declaración administrativa de nulidad de un contrato produjese un grave trastorno al servicio público, 
podrá disponerse en el mismo acuerdo la continuación de los efectos de aquél y bajo sus mismas cláusulas, 
hasta que se adopten las medidas urgentes para evitar el perjuicio. 
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Artículo 43. Causas de invalidez de derecho civil. 
 
La invalidez de los contratos por causas reconocidas en el derecho civil, en cuanto resulten de aplicación a los 
contratos a que se refiere el artículo 38, se sujetará a los requisitos y plazos de ejercicio  de las acciones 
establecidos en el ordenamiento civil, pero el procedimiento para hacerlas valer, cuando el contrato se haya 
celebrado por una Administración Pública, se someterá a lo previsto en los artículos anteriores para los actos y 
contratos administrativos anulables. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 36.   Causas de invalidez de derecho civil 
 
La invalidez de los contratos por causas reconocidas en el derecho civil, en cuanto resulten de aplicación a 
los contratos a que se refiere el art. 31, se sujetará; a los requisitos y plazos de ejercicio de las acciones 
establecidos en el ordenamiento civil, pero el procedimiento para hacerlas valer se someterá a lo previsto en 
los artículos anteriores para los actos y contratos administrativos anulables. 
 
SECCIÓN SEGUNDA.   Supuestos especiales de nulidad 
Artículo 37.   Supuestos especiales de nulidad contractual 
 
1. Los contratos sujetos a regulación armonizada a que se refieren los arts. 13 a 17, ambos inclusive, de esta 
Ley así como los contratos de servicios comprendidos en las categorías 17 a 27 del Anexo II cuyo valor 
estimado sea igual o superior a 209.000 euros serán nulos en los siguientes casos: 
a) Cuando el contrato se haya adjudicado sin cumplir previamente con el requisito de publicación del 
anuncio de licitación en el «Diario Oficial de la Unión Europea», en aquellos casos en que sea preceptivo, de 
conformidad con el art. 142. 
b) Cuando no se hubiese respetado el plazo de quince días hábiles previsto en el art. 156.3 para la 
formalización del contrato siempre que concurran los dos siguientes requisitos: 
1º Que por esta causa el licitador se hubiese visto privado de la posibilidad de interponer el recurso regulado 
en los arts. 40 y siguientes y, 
2º que, además, concurra alguna infracción de los preceptos que regulan el procedimiento de adjudicación 
de los contratos que le hubiera impedido obtener ésta. 
c) Cuando a pesar de haberse interpuesto el recurso especial en materia de contratación a que se refieren 
los arts. 40 y siguientes, se lleve a efecto la formalización del contrato sin tener en cuenta la suspensión 
automática del acto de adjudicación en los casos en que fuera procedente, y sin esperar a que el órgano 
independiente hubiese dictado resolución sobre el mantenimiento o no de la suspensión del acto recurrido. 
d) Tratándose de un contrato basado en un acuerdo marco del art. 196 celebrado con varios empresarios 
que por su valor estimado deba ser considerado sujeto a regulación armonizada, si se hubieran incumplido 
las normas sobre adjudicación establecidas en párrafo segundo del art. 198.4. 
e) Cuando se trate de la adjudicación de un contrato específico basado en un sistema dinámico de 
contratación en el que estuviesen admitidos varios empresarios, siempre que el contrato a adjudicar esté 
sujeto a regulación armonizada y se hubieran incumplido las normas establecidas en el art. 202 sobre 
adjudicación de tales contratos. 
 
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no procederá la declaración de nulidad a que se refiere 
este artículo en el supuesto de la letra a) del apartado anterior si concurren conjuntamente las tres 
circunstancias siguientes: 
a) Que de conformidad con el criterio del órgano de contratación el contrato esté incluido en alguno de los 
supuestos de exención de publicación del anuncio de licitación en el «Diario Oficial de la Unión Europea» 
previstos en esta Ley. 
b) Que el órgano de contratación publique en el «Diario Oficial de la Unión Europea» un anuncio de 
transparencia previa voluntaria en el que se manifieste su intención de celebrar el contrato y que contenga 
los siguientes extremos: 
- Identificación del órgano de contratación. 
- Descripción de la finalidad del contrato. 
- Justificación de la decisión de adjudicar el contrato sin el requisito de publicación del art. 142. 
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- Identificación del adjudicatario del contrato. 
- Cualquier otra información que el órgano de contratación considere relevante. 
c) Que el contrato no se haya perfeccionado hasta transcurridos diez días hábiles a contar desde el siguiente 
al de publicación del anuncio. 
 
3. No procederá la declaración de nulidad a que se refiere este artículo en los supuestos de las letras d) y e) 
si concurren conjuntamente las dos condiciones siguientes: 
a) Que el órgano de contratación haya notificado a todos los licitadores afectados la adjudicación del 
contrato y, si lo solicitan, los motivos del rechazo de su candidatura o de su proposición y de las 
características de la proposición del adjudicatario que fueron determinantes de la adjudicación a su favor, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 153 en cuanto a los datos cuya comunicación no fuera procedente. 
b) Que el contrato no se hubiera perfeccionado hasta transcurridos quince días hábiles desde el siguiente al 
de la remisión de la notificación a los licitadores afectados. 
 
Artículo 38.   Consecuencias jurídicas de la declaración de nulidad en los supuestos del artículo anterior 
 
1. La declaración de nulidad por las causas previstas en el artículo anterior producirá los efectos establecidos 
en el art. 35.1 de esta Ley. 
 
2. El órgano competente para declarar la nulidad, sin embargo, podrá no declararla y acordar el 
mantenimiento de los efectos del contrato, si, atendiendo las circunstancias excepcionales que concurran, 
considera que existen razones imperiosas de interés general que lo exijan. 
Sólo se considerará que los intereses económicos constituyen las razones imperiosas mencionadas en el 
primer párrafo de este apartado en los casos excepcionales en que la declaración de nulidad del contrato dé 
lugar a consecuencias desproporcionadas. 
Asimismo, no se considerará que constituyen razones imperiosas de interés general, los intereses 
económicos directamente vinculados al contrato en cuestión, tales como los costes derivados del retraso en 
la ejecución del contrato, de la convocatoria de un nuevo procedimiento de contratación, del cambio del 
operador económico que habrá de ejecutar el contrato o de las obligaciones jurídicas derivadas de la 
nulidad. 
La resolución por la que se acuerde el mantenimiento de los efectos del contrato deberé ser objeto de 
publicación en el perfil de contratante previsto en el art. 53 de esta Ley. 
 
3. En el caso previsto en el apartado anterior, la declaración de nulidad deberá sustituirse por alguna de las 
sanciones alternativas siguientes: 
a) La imposición de multas al poder adjudicador por un importe que no podrá ser inferior al 5 por 100 ni 
superar el 20 por 100 del precio de adjudicación del contrato. Cuando se trate de poderes adjudicadores 
cuya contratación se efectúe a través de diferentes órganos de contratación, la sanción alternativa recaerá 
sobre el presupuesto del departamento, consejería u órgano correspondiente que hubiera adjudicado el 
contrato. 
Para determinar la cuantía en la imposición de las multas, el órgano competente tomará en consideración la 
reiteración, el porcentaje del contrato que haya sido ejecutado o el daño causado a los intereses públicos o, 
en su caso, al licitador, de tal forma que éstas sean eficaces, proporcionadas y disuasorias. 
b) La reducción proporcionada de la duración del contrato. En este caso, el órgano competente tomará en 
consideración la reiteración, el porcentaje del contrato que haya sido ejecutado o el daño causado a los 
intereses públicos o, en su caso, al licitador. Asimismo determinará la indemnización que corresponda al 
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contratista por el lucro cesante derivado de la reducción temporal del contrato, siempre que la infracción 
que motive la sanción alternativa no le sea imputable. 
4. Lo dispuesto en todos los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de las sanciones de carácter 
disciplinario que corresponda imponer al responsable de las infracciones legales. 
 
Artículo 39.   Interposición de la cuestión de nulidad 
 
1. La cuestión de nulidad, en los casos a que se refiere el art. 37.1, deberá plantearse ante el órgano previsto 
en el art. 41 que será el competente para tramitar el procedimiento y resolverla. 
 
2. Podrá plantear la cuestión de nulidad, en tales casos, toda persona física o jurídica cuyos derechos o 
intereses legítimos se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por los supuestos de nulidad del 
art. 37. El órgano competente, sin embargo, podrá inadmitirla cuando el interesado hubiera interpuesto 
recurso especial regulado en los arts. 40 y siguientes sobre el mismo acto habiendo respetado el órgano de 
contratación la suspensión del acto impugnado y la resolución dictada. 
 
3. El plazo para la interposición de la cuestión de nulidad será de treinta días hábiles a contar: 
a) Desde la publicación de la adjudicación del contrato en la forma prevista en el art. 154.2, incluyendo las 
razones justificativas de la no publicación de la licitación en el «Diario Oficial de la Unión Europea», 
b) o desde la notificación a los licitadores afectados, de los motivos del rechazo de su candidatura o de su 
proposición y de las características de la proposición del adjudicatario que fueron determinantes de la 
adjudicación a su favor, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 153 en cuanto a los datos cuya comunicación 
no fuera procedente. 
 
4. Fuera de los casos previstos en el apartado anterior, la cuestión de nulidad deberá interponerse antes de 
que transcurran seis meses a contar desde la formalización del contrato. 
 
5. La cuestión de nulidad se tramitará de conformidad con lo dispuesto en los arts. 44 y siguientes con las 
siguientes salvedades: 
a) No será de aplicación lo dispuesto en el art. 44.1 en cuanto a la exigencia de anunciar la interposición del 
recurso. 
b) La interposición de la cuestión de nulidad no producirá efectos suspensivos de ninguna clase por sí sola. 
c) El plazo establecido en el art. 43.2, párrafo segundo y en el 46.3 para que el órgano de contratación 
formule alegaciones en relación con la solicitud de medidas cautelares se elevará a siete días hábiles. 
d) El plazo establecido en el art. 46.2 para la remisión del expediente por el órgano de contratación, 
acompañado del correspondiente informe, se elevará a siete días hábiles. 
e) En la resolución de la cuestión de nulidad, el órgano competente para dictarla deberá resolver también 
sobre la procedencia de aplicar las sanciones alternativas si el órgano de contratación lo hubiera solicitado 
en el informe que debe acompañar la remisión del expediente administrativo. 
f) Cuando el órgano de contratación no lo hubiera solicitado en la forma establecida en la letra anterior 
podrá hacerlo en el trámite de ejecución de la resolución. En tal caso el órgano competente, previa audiencia 
por plazo de cinco días a las partes comparecidas en el procedimiento, resolverá sobre la procedencia o no 
de aplicar la sanción alternativa solicitada dentro de los cinco días siguientes al transcurso del plazo anterior. 
Contra esta resolución cabrá interponer recurso en los mismos términos previstos para las resoluciones 
dictadas resolviendo sobre el fondo. 

 


